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Pleno. Sentencia 27/1990, de 22 de febrero. Recurso de
amparo 2.571(1989. Candidatos del Partido Popular al
Congreso de los Diputados y al Senado. Contra Sentencia de
la Sala de lo Contencioso-Administrati vo del Tribunal
Superior de Justicia de Castilla y León, dictada en recurso
contencioso electoral. CA

la Junta Electoral Provincial de Pontevedra sobre proclama­
ción de candidatos electos en las elecciones ge~erales. B. 9

propuestos por el expedientado. entre ellos el interrogatorio de los
testigos de la acusación. así como no se accedió a la suspensión de las
actuaciones· solicitada por estar conociendo de los mismos hecho'& la
jurisdicción penal. Con fecha 18 de abril dc 1986 se acordó por
Resolución del Rector imponer de nuevo unasanción de suspensión de
funciones por tres años. El recurrente denuncia que tal Resolución
aparece firmada por una persona con la que el expedientado mantenía
aiberto un proceso civil. sin que tal circunstancia llevase a que se
abstuviera. La sanción se funda en la comisión de una falta muy grave
consistente en la adopción de acuerdos manifiestamente ilegales. pre~

vista en el arto 6 O del Decreto 1.088/1969. que estaba derogado por el
Real Decreto 33/1986, de 10 de enero. Entre otras conductas, la sanción
se justifica en: la disposición indebida de fondos públicos. la utilización
irregular de fondos del Departamento de Economia de la Empresa y el
cobro de cuotas ilegales de matrícula. No obstante, con anterioridad a
dictarse la resolución sancionadora. el Juzgado de Instrucción núm. 4
de los de Vigo -afirma el recurrente- estimó que no habia base suficiente
para estimar probados estos hechos y dictó un Auto de sobreseimiento
sobre los mismos. de fecha 20 de febrero dc 1986.

c) Frente a la resolución sancionadora indicada. el recurrente en
amparo interpuso recurso contcncioso·administrativo por el cauce
previsto en la Ley 61/1978. dc 16 dc diciembre. La Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de La Coruña
confirmó la sanción administrativa interpuesta por Sentencia de I de
septiembre de 1986.

d) Formulado recurso de apclación. la Sala Tercera del Tribunal
Supremo lo admitió a trámite. pero_ una vez pasó el asunto al
conocimiento de la Sala Quinta. en vinud de un acuerdo sobre
redistribución de asuntos. recayó Auto de inadmisión·de 20 de octubre
de 1987 en el que se declara indebidamente admitida la apelación.

3. El recurrente estima que tanto la resolu~ión administrativa
sancionadora como la Sentencia quela confirma lesionan una pluralidad
de sus derechos fundamentales:

a) La Sentencia impugnada incurre en un vicio de nulidad al
extender ..sus efectos a aspectos de legalidad incompatibles con el especial
procedimiento de la Ley 61(1978 en que recae, pues declara el acuerdo
recunido «conforme al ordenamiento jurídicm). sancionando de este
modo y de manera definitiva la legalidad material del mismo: máxime
si se tiene en cuenta que en ,alguno de sus considerandos se encuemr'ém
apreciaciones atinentes a la legalidad de lo actuado. Todo lo cual implica
una extrálimitación de las facultades del órgano jurisdiccional que
supone una violación del ano 24.1 de la Constitución.

b) El acto administrativo original infríngió el derecho al Juez
ordinario predeterminado por la Ley (an. 24.2 de la Constitución), que
es aplicable también a todos los órdenes. judiciales o no. siempre que
impliquen algún t10 de ,potestad-,sancionadora. según las Sentencias del
Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 4 de diciembre de 1979
(caso Schiesser), 28 de junio de 1981 (caso Le Compte. Van Leuven y
de Meyere) y 28 de junio de 1981 (caso AdolO. En el presente caso tal
derecho se ha infringido porque el expedientado no gozó de las garantías
de independencia e imparcialidad. constitucionalmente exigibles. al
sufrir irregularidades en la designación del Juez Instructor del expe·
diente, y al haber resultado sancionado por persona enfrentada a él
previamente.

e) El acto administrativo original infringió el derecho a la utiliza­
ción de los medios de prueba peninentes a la defensa (an. 24.2 de la
Constitución). pues si bien éste no es un derecho absoluto. su denega­
ción debe venir precedida de un juicio lógico acerca de su pertinencia
o no, siendo claro que. conforme a lo dispuesto cn el arl. 6.3 d) del
Convenio de Roma. <<lada persona tiene derecho a interrogar o hacer
interrogar a los testigos que declaren contra éh). Jo que fue denegado en
su dia por el Juez Instructor del expediente. Por otra pane. si bien es
cierto Que el recurrente no rcprodujo la solicitud probatoria en el
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tivo del Tribunal Superior de Justicia de Andalacia, dictada
en recurso contencioso electoral. B.4

Pleno. Sentencia 26(1990, de 19 de febrero. Recursos de
amparo 2.574/1989 y 2.604/1989 (acumulados), Partido dos
Socialistas de Galicia·PSOE y CDS (y miembros de las
candidaturas de dichos Partidos). Contra Sentencia de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe­
rior de Justicia de Galicia por la que se estimó parcialmente
recurso contencioso-electoral interpuesto contra Acuerdo de

5419 Sala Primera. Sentencia 221/990. de /5 de (ebrero. Recur­
sos de amparo 1.53711988.r /671/988 (acumulados). Con­
tra Sentencia de la Sala de /0 Contencioso-Administrativo
de la Audiencia Territoria! de La Coruña, confirmatoria de
la sanción adminislralira de suspensión "de fimciones
impuesta por resolución del Rector de la Unirersidad de
Santiago de Compostela..~legada m/neraClón del derecho
a la tUlela judicial e/ectira.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente. y don Fernando García Mon y
González-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas. don Jesús Leguina
Villa, don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra. Magistra­
dos. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

SENTENCIA

En los recursos de amparo acumulados núms. 1.537/87 y 167/88,
interpuestos por el Procurador de los Tribunales don Argirniro Vázquez
Guillén. en nombre y representación de don Camilo Prado Freire, bajo
la dirección letrada de don Jesús Santaella, contra las Sentencias de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de La
Coruña. de 1 de septiembre de 1986 y 30 de diciembre de 1987, y la
Resolución del Rector de la Universidad de Santiago de Compostela
de 28 de abril de 1986. Ha comparecido el Ministerio Fiscal y la
Universidad de Santiago de Compostela, representada por la Procura­
dora de los Tribunales doña Maria Luisa Noya Otero, y bajo la dirección
letrada de don Jesús Maroño Barreiro. Ha sido Ponente el Magistrado
don Luis López Guerra. quien expresa el parecer de la Sala.

L Antecedentes

la siguiente

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia para este
Tribunal el 21 de noviembre de 1987, cl Procurador don Arg.m.ro
Vázquez Guillén, en nombre de don Camilo Prado Freire, interpuso
recurso de amparo contra la Sentencia de la Sala de lo Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Territorial de La Coruña. de 1 de
septiembre de 1986, confirmatoria de la sanción administrativa de
suspensión de funciones impuesta por resolución del Rector de la
Universidad de Santiago de Compostela de 28 de abril de 1986.

2. Los hechos de los que trae origen el presente recurso de amparo
son. en síntesis, los siguientes:

a) En 1985 el Rectorado de la Universidad de ~antiago acordó la
incoación de un expediente disciplinario al hoy recurrente en amparo.
Catedrático de Economia de la Empresa, en relación, con su gestión al
frente 'del Colegio Universitario de Vigo y como cO.nsecuencia de un
informe previo elaborado por la Inspección-de Servicios del Ministerio
de Educación y Ciencia. Según se dice en la demanda. en dicho
expediente acontecieron diversos vicios de procedimiento cuales son: El
nombramiento irregular del Juez Instructor y la denegación de la
apertura de un periodo de prueba. Por resolución del mencionado
Rector de 9 de octubre de 1985. se impuso al recurrente una suspensión
de funciones por un período de tres años. Interpuesto ~curso de nulidad
y ante el silencio del Rectorado. se formuló reCijrso contencioso­
administrativo que fue estimado por la Sala corre5pondiente de la
Audiencia Territorial de La Coruña_ retrotrayendo 10 actuado al
momento en que se denegó la práctica de prueba.

b) Reiniciado el expediente disciplinario. se dice en la demanda:
Que se denegó la recusación del Juez instructor. pese a que éste había
ya anticipado su juicio sobre dicho expediente en la anterior ocasión~ se
concedió un período de un solo dia (dc los veinte posibles) para la
práctica de la prueba~ y se negaron dos tercios de los medios de prueba
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proceso judicial, es más exacto que el especial procedimiento de la Ley
62(l978 no es el marco idóneo para tales intentos probatorios relativos
a la realidad material de los hechos de fondo.

d) El acto administrativo original infringió la prohibición const·itu­
cional de indefensión v el derecho a la tutela efectiva (art. 24.1 de la
Constitución). tanto porque se ha eludido el derecho a la contradicción.
al no permitirse interrogar a los testigos. como porque en la resolución
administrativa se declaran probados hechos cuya inexistencia y carencia
de base' alguna ha sido declarada previamente por una autoridad
judicial. siendo asi que. según la jurisprudencia de este Tribunal.
repugna a la razón jurídica aceptar la firmeza de distintas resoluciones
judiciales contradictorias, según las cuales Unos mismos hechos ocurrie·
ron y no ocurrieron.

e) El acto administrativo original infringió el principio de legalidad
reconocido en el arto 25.1 de la Constitución. pues se impuso la sanción
en base al Reglamento vigente cuando los hechos se cometieron y no al
Reglamento vigente en el momento de dictarse el acto sancionador.
siendo así que este último es más beneficioso para el expedientado.. al
exigir que la falta imputada «haya causado un perjuicio grave a la
Administracióm); circunstancia que no consta en el expediente. por lo
que debió aplicarse el Reglamento posterior para hacer posible. en su
caso. una tipificación más benigna de la conducta imputada.

Por todo ello se solicita que se deje sin efecto la Sentencia impugnada
y la sanción administrativa que aquélla confirma J' que se ordene la
retroacción del expediente sancionador a la fase de prueba. Asimismo.
se solicita la suspensión de la sanción administrativa objeto del presente
recurso.

4. Por providencia de 23 de diciembre de 1987. la entonces
Sección Cuarta. Sala Segunda. de este Tribunal acordó tener por
interpuesto recurso de amparo y. a tenor de lo dispuesto en el art. 88
de la Ley Oránica del Tribunal Constitucional (LOTC). requerir
testimonio del recurso contencioso-adJ1.linistrativo núm. 664/85 a la
Audiencia Territorial de La Coruña. y del expediente disciplinario
derivado de la Resolución de 15 de enero de 1985 del Rector de la
Universidad de Santiago de Compostela. todo ello con carácter previo
a pronunciarse sobre la admisión del recurso.

5. Mediante providencia de 15 de febrero de 1988. la Sección
indicada tuvo por recibidas las actuaciones requeridas y admitió a
trámite la demanda de amparo. así como interesó del órgano judicial
procedente que emplazara a quienes fueron parte en el proceso previo,
con excepción del recurrente. para que' comparecieran y se personaran
en este proceso constitucional si así lo deseaban. Por último. se requería
atentamente a la Sala Quinta del Tribunal Supremo para que remitiera
testimonio del recurso núm. 1.334/87 y se formara la correspondiente
pIeza separada para la sustanciación del incidente de suspensión,
incidente que fue resuelto por Auto de la Sala Segunda de este Tribunal
de 16 de marzo de 1988.

6. En providencia de 16 de mayo de 1988 la Sección tuvo por
personada y parte en el proceso a la Procuradora de los Tribunales
señora Noya Otero en representación de la Universidad de Santiago de
Compostela. y por recibidas las actuaciones requeridas en la providencia
anterior. A tenor de lo dispuesto en el arto 52 de la LOTe. se concedió
a las partes y al Ministerio Fiscal un plazo común de veinte días para
que presentasen las alegaciones que mejor conviniera a su derecho~

7. En escrito de alegaciones presentado el l de junio de 1988. el
Ministerio Fiscal interesa de este Tribunal que deniegue el amparo que
se solicita. Destaca el Ministerio Público. previamente. el carácter mixto
del recurso por el doble cauce de los arts. 43 y 44 de la LOTe. Para
pasar seguidamente a enjuiciar las alegaciones que en la demanda se
hacen y en el mismo orden en que allí se exponen:

a) La demanda censura a la Sentencia impugnada que se extrali­
mita de lo posible en la vía de la Ley 62/1978 v se adentra en
consideraciones de estricta legalidad que debían ser obfeto de considera­
ción en un proceso ordinario. Esta alegación es insostenible. entre otras
razones. porque la Audiencia se limita a resolver lo que se le plantea,
aunque realice consideraciones sobre la resolución· administrativa san­
cionadora. únicamente dirigidas a hacer evidente que ésta no es
arbitraria y como resulta una exigencia deducida del derecho a la tutela
debida. La referencia en la pane final de la Sentencia a que «el acuerdo
impugnado es conforme al ordenamiento jurídico». puede ser técnica­
mente no muy afortunada. pero debe entenderse en este contexto. ya que
ello iise deduce con naturalidad de cuanto precede a la parte dispositiva
de la Sentencia». Además. esta declaración en modo alguno ha impedido
al recurrente seguir un proceso contencioso ordinario y debatir allí sobre
cuestiones de estricta legalidaO. No existe. por ello. indefensión alguna.

b) El resto de las argumentaciones que en la demanda se hacen se
imputan a la resolución administrativa sancionadora. La primera de
ellas es la atinente al Juez ordinario predeterminado por la Ley
(art. 24.2 de la Constitución) en rela,ión con el Juez Instructor del
~xpediente sancionador. Sin embargo. tal alegato ignora la doctrina
Jurisprudencial expuesta en ATC 320/1986 donde se dijo que tal
garantía no podía ser extendida a los expedientes adminlstrativcs, lo que
hace innecesario cualquier razonamiento ulterior.

c) Se denuncia como agravio también que no se respetó el derecho
a la utilización de los medios de prueba pertinentes (3rt. 24.2 de la

Constitución). Este mismo reproche ya fue tratado en la vía judicial
ordinaria v la Sala dio una respuesta <irazonada v admisible»), El defecto,
por lantó. .estaria en la decisión judicial _)~ ~o en la resol~ción
admimstratrva: SIn embargo. estando aquélla sufiCientemente motIvada
y añadiendo que dichas pruebas. en todo caso. pudieron ser practicadas
en sede judlcial. no cabe sino reiterar que el derecho a la prueba no es
ilimitado.

d) Tampoco puede estimarse transgredido el art. 24.1 de la Consti­
tución. pues en parte alguna viene exigido ni se deduce de dicho
precepto constitucional que las declaraciones testificales hayan de ser
prestadas en presencia del sometido a un expediente administrativo y no
puedan ser efecutadas por correo. .v de ellas tuvo conocimiento el
recurrente, como del resto del expedIente. pudiendo oponer frente a las
mismas las razones que creyera conn>riientc: oportunidad de la que el
recurrente no dice .que se Ic"hava privado. Por 10 demás. es evidente la
improcedencia de invocar la tutela judicial fuera del ámbito propio de
Jueces v Tribunales.

e) ·Por último. no ha resutado nlinerado el principio de legalidad
establecido en el <in. 25.1 de la Constitución. porque el expediente se
instruyó y resolvió conforme al Reglamento de Régimen Disciplinario
de los Funcionarios de la Administr:lción Civil del Estado. Decreto
2088/1969. de 19 de agoto. cuandn en el íntcrin se aprobó el nuevo
régimen disciplinario por Real [)ecreto 33/1986. de 10 de enero. que.
por otra parte. no dejó de aplicarse. pues se dió al interesado el trámite
previsto en el art. 41 y de conformidad con 10 que' dispone en su
Disposición transitoria primer¡¡. Lo que ahora se aduce es que debió
aplicarse la normativa más Hworah1c al sancionado. es decir. la nueva.
pero no consta quC' esa alegación se hiciera en el expedicnte tras entrar
en vigor el nue"o Reglamento. En lodo caso. se dice en la resolución
sancionadora (4. 0 antecedentes de hechos probados) que el recurrente
causó «un perjuicio gra\'c a la Administración al impedir aplicar al
presupuesto de la Universidad );IS cantidades aludidas (veinticinco
millones y pico))). circunswncia que precisamente exige el arto 6. d) de
la nucv;) regulación-para incurrir rTI lIna infracción grave. Y cuando la
Sala sentcnciadora revisó la resolución impugnada destacó que la
sanción no excedia de la que podía imponersc corno mínimo en el
supuesto de que la conducta sc tipificar¡] con arreglo al, Real Decreto
mencionado de 1986. En suma. carece de scntido la pretensión de una
aplicación retro~('tiva de la norma snnclonadora más favorable .(art. 9.3
de la ConstitUCIón), porque la reglamentación nueva no sanClOna los
hechos de manera más benigna ni el expedientado dej¡l de estar incluido
en el nuevo tipo.

8. El recurrente, en escrito de alegaciones pre'sentado el 13 de junio
de 1988. insistc en los antecedentes de h('('ho ven las argumentaciones
ya recogidas en la demanda. de forma sustancialmente coincide~te. y
solicita que se otorgue el amparo. Con cnrácte'T original. se denuncla que
se Ir ha impueslo una' sanción sin que la conducta del expedientado
contraste con alguna t:l0rma juridicn l1U1t('fial susceptible de t31 califica·
ción. y que la resoluClón sancionntoria incumple los requisitos básicos
de la· figura del delito continuado (pluralidad de acciones. unidad de
norma jurídica infringida y unidad de intencióne'n el autor) e' impone
una sanción ahsolutamCn1e desproporcionada. la más alta que se
recuerda en los úhimos años de la historia uni\'ersitaria.

9. La Universidad de Santiago dc Compostela. por mediode la
Procuradora de los Trihunales doña Maria Luisa Noya Otero. presenta
escrito de alegaciones el 1I dl~ junio dr 1988 en C'I que solicita que se
deniguc el amparo. Señala la inc\islencia de lesión constitucional ;,¡Iguna
en el expediente disciplinario s<.~gllido contra el rccurrente y que resulta
inaceptable' su prelensión de plantenr 13 cuestlón corno una «persecución
personal»

En este sentido. se pone11 JI.' manilksto algunas discrepancias fácticas
respecto del rclato de los hl'chos que r11 la dcmanda se hace: la
remoción del .Tue7 Instructor nomhrado en primer lugar se' dehr a haber
advertido que. por error. Sl' hahía designado a un funcionario con
antigüedad inferior al sometido 3 cxpcdiente: la propi:l Administración
estimó un recurso de reposición y retrotrayó 10 actuado. para permitir
la apertura de un periodo de prucha: ('s falso que sc concediera al
expedientado un sólo día parn la propLlestn de pruehas. pues en realidad
fueron once: lo!\ testigos cuyo interrogatorio se denegó habían ya
prestado declaración y ésta constaha en el expediente administrativo: si
la Uni\'ersidad no suspcndió las dcclaraciones por prejudicialidad penal.
ello se debió simplcmcnll~ n que desconoda la existencia- de un
procedimiento penal en curso. ) cuando tuvo conocimiento de esta
circunstancia, se personó en el .1u7gado para conocer el estado del
mismo. si hien entonces kls nCllIaciones \'3 hnhían sido sobreseídas; el
pleito civil que el recurrente dice tener con el Rector no rfa tal sino un
mero requerimiento notarial para conseguir la rectificación de unas

- declaraciones y que. además. fuc prcsentado después de haberse iniciado
el expediente disriplin<lrio: en rdación a la normati\'n aplicable. olvida
el recurrentc que la Disposición transitoria primera del Real Decreto
33f198!í orden;) quc los e\.pl~dicnll~s que se encuentren en tramitación
continuen regulados por las disposiciones anteriores. sal\"o quc l:l nueva
regulación les resultr más favorahle'. dc ahí quc se tipificaran las
conductas conforme a la rcglaml~ntación más ;mtigua. y. por otra parte.
no puede perderse dc vista que tamhién el art. !í d) del prceit3do Dccreto
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tipifica como falta mu:y grave la adopción de acuerdo manifiestamente
ilegales que causen grave perjuicio a la Administración o a los
ciudadanos: respecto de la vigencia del principio m' his in ¡drln. nada
impide que unos hechos que los Trlhunales penales no consideraron
constitutivos de delito puedan. en camhio. ser objeto de una sanción
administrativa.

Respecto del fondo del asunto. manifiesta la A.dministración deman·
dada lo siguiente:

a) La argumentación realizada por la Sala sentenciadora. en la vía
de la Ley 62/l978. y en torno a la kgalidad de lo actuado no es
determinante del fallo.

b) No existe vulneración del derecho al empleo de los medios de
prueba pel1inentes (al1. 24.2 de la Constitueión). pues este dereeho no
posee carácter absoluto y corresponde al Instructor. y luego a la
autoridad administrativa. enjuiciar la pertinencia de las pruebas pro~
puestas y denegarlas. en su caso. dc forma motivada. Como aquí ha
ocurrido. Por otro lado. en el procrso judicial posterior. la Sala acordó
el recibimiento a prueba del recurso sin que el recurrente aprovechara
entonces para probar lo que ahora dicc se le impidió en el expediente
administrativo: motivación de rechazo que adujo la propia Sala en el
fundamento juridico 4." de su Sentencia dc 30 de dieiembre de 1987.

c) En relación al arto 14.1 de la Constitución. yerra el recurrente al
equiparar un Auto de sobreseimiento provisional con uno de sobresei·
miento libre por inexistencia de los hechos o con una Sentencia
absolutoria. y ello implde que esa resolución judicial vincule a unos
órganos administrativos. sin perjulcio. además. de la autonomía de uno
y otro tipo de enjuiciamiento (STC 50/1983. de 14 de junio).

d) Igualmente carece de sentido la pretcnsión de una aplicación
retroactiva de la reglamentación más fa\'orable. toda vez que queda
suficientemente acreditada la gravedad de los hechos constitutivos de
infracción por los que se sanciona el expedientado,

10. Por escrito presentndo en el JUlgadu de Guardia el I de febrero
de 1988 Y que tuvo entrada en ('ste Tribunal el día ~ siguient('. don
Argimiro Vázquez Guillén. Procurador de los Tribunales y de don
Camilo Prado Freire. interpone recurso de ~mparo contra la Sentencia
de la Sala de lo Contencioso·Administrativo de la Audiencia Territorial
de La Coruña. de 30 de dicicmbre de 19R7. confirmatoria de la
Resolución sancionadora impuest~ por el Rector de la Univcrsidad de
Santiago de Compostela el 28 de abril de 1986.

11. Los hechos en los que la demanda se funda son una continua­
ción de los expuestos en el recurso de amparo núm. 1.537/87 y antes
reseñados. En efecto. sobre los mismos hechos que dieron origen a un
recurso contencioso-administrativo por la vía de la Ley 6111978. el
recurrente interpuso un recurso contencioso-administrativo ordinario
que fue igualmente 'desestimado por la Sala correspondiente de la
Audiencia Territorial de La Coruña en Senten-cia de fecha 30 de
diciembre de 1987. •

12. El demandante expone una fundamentación de su demanda
que coincide con la ya ofrecida a este Trihunal en el recurso de amparo
núm. ¡ .537/87 y que ha sido recogida en los antecedentes previos de esta
Sentencia. Por otrosí. se solicitn In ncumulación de este recurso de
amparo con el núm. 1.537/87 pendiente ante la Sala Segunda de este
Tribunal.

13. La entonces Sección Primera (Sala Primera) del Tribunal
Constitucional acordó poner dc manifiesto al recurrente la posible
existencia de los siguientes motivos de inadmisión: a) la regulada en el
al1. 50.1 b) de la LOTC en relación con el al1. 43.1 de la misma Ley·y
consistente en no haber invocado formalmente en la vía judicial
procedente los derechos fundamentnit's supuestamente vulnerados; b)
carecer la demanda de suficiente contenido constitucional [art. 50.2 b)
de la LOTe]. Para realizar las nit'gaciones que estimasen pertinentes a
este respecto. la Sección concedió un pla70 común de diez días al
recurrente y al Ministerio Fiscal. en aplicación de 10 dispuesto en el ano
50.! de la LOTe

14. En escrito de alegaciones prcscntado el 30 de mayo de 1988. el
recurrente solicita la admisión del recurso e insiste en la conveniencia
de su acumulación con el núm. 1.5J7/R7. ya admitido a trámite por la
entonces Sala Segunda de este Trtbunal en providencia de 15 de febrero
del mismo año.

15. Del mismo parecer. favorahle a la admisión y a la acumulación
de ambos recursos. se muestra el Ministerio Fiscal mediante escrito de
alegaciones presentado el "27 de mayo de 198R. quien resalta la
coincidencia material \' formal cxistente entre ambas demandas de
amparo; identidad. de sujetos. objeto y de circunstancia que aconseja la
acumulación del presente recurso al más :lvanzado en su tramitación.
según el art, 83 de la LOTe. Asimismo. reitera el Ministerio Público las
alegaciones ya efectuadas en el primero de los recursos interpuestos. En
relación a la posible falta de invocación formal de los derechos
fundamentales esgrimidos (art. 411 de 13 LOTe). señala que. a su juicio.
lal motivo de ¡nadmisión no concurre. pues. si bien la demanda
deducida en el proceso .:ontencioso-administrativo ordinario no se
refiere a estos derechos. asi se hi70 cn la dcmanda presentada a la misma
Sala y en el paralelo proceso de la Lc~ (i~/1C)78: y configuraría un
rigorismo excesivo obligar al rccurr('ntc a reiterar los mismos razona­
mientos a la misma Sala.

16. Por prO\·idcncia dc 10 dc octllhre de 1988. la Sección Primera
acuerda: Admitir a trámite 1" demanda de amparo con número de
registro 167/88: requerir lo actuado a la Audiencia Territorial de La
Coruna. Sala de lo Contencioso~Administrativo. en los autos con núm.
1.035/86: interesar de dicha Sala para que emplace a quienes fueron
parte en el proceso previo. con excepción del recurrente. para que
comparezcan en el proceso constitucional si 10 desean: dirigir comunica­
ción al Rectorado de la t'nivcrsidad de Samiago para que remita
certificación o fotocopia advcrada del expediente disciplinario -resuelto
por Resolución rectoral dc 25 dc abril de 1Q86. y. en cuanto a la petición
de acumulación. resolver lo procedente una vez que este segundo
recurso alcance el mismo estado procesal que el primero.

17 Por pro\idcncia tahlbión de 10 dc oetubre de 1988. la Sección
Primera acuerda fornUlr la correspondientc plcza separada de suspen­
sión y dar audiencia a las partes y al Ministcrio Fiscal a tal efecto: una
vez efectuado estc trámitr. la Snla PrimrTa resuelve traer a las actuacio­
nes de est<l pie7:<l la resolución dictnda en el incidente- de suspensión
tramitado en la Sala Segunda en el recurso núm. 1.535/87 y por razones
de economía procesal.

18. Mediante proveído de feeha 28 de noviembre de 1988. la
Seeeión Primera dispone: tener por personada y pal1e a la Universidad
de Santiago de Compostela por medio de la Proeuradora doña María
Luisa Noya Otero: acusar recibo de las actuaciones remitidas y dar vista
de las mismas a las panes y al Ministerio Fiscal. por el plazo común de
veinte días para que presenten las alegaciones que estimen pertinentes
(al1. 52.1 de la LOTC).

19. En escrito de alegaciones registrado en este Tribunal el 26 de
diciembre de 1988. el recurrente solicita que se otorgue el amparo y
reitera las mismas argumentaciones ya formuladas en sus dos anteriores
escritos de demanda y en el trámite de alegaciones concedido respecto
del primer recurso.

20. Otro tanto hace la Universidad de Santiago de Compostela, en
cuanto pal1e demandada y en eserito presentado el 23 de diciembre de
1988. quien asimismo solicita que se impongan las costas de este proceso
al recurrente de acuerdo eon el al1. 95.2 de la LOTe.

21. Por su pal1e, el Ministerio Fiscal solicita la acumulación del
recurso núm. 167/88 al 1.577/88 y que se denieguen ambos amparos de
forma eonjunta. todo elJo por escrito presentado el 19 de diciembre de
1988. Resalta el Ministerio Públicu la identidad de razonamiento
presente en ambas demandas lo que hace innecesario mayores razona­
mientos y' para evitar ser redundantes.

22. En providencia de 16 de enero de 1989. la entonees Seeción
Primera resolvió dar audencia a las partes y al Ministerio Fiscal sobre
la petición de acumulación referida. Por Auto de fecha 13 de marzo de
1989, la ahora Sala Segunda. una vez oídas las partes y el Ministerio
Fiscal. acordó aeumular el recurso de amparo eon núm. 167/88 al
registrado con núm. 1.537/88 y del que ya eonocía la ahora Sala Primera
de este Tribunal.

23. Por providencia de 12 de febrero de 1990 se señaló para
deliberación y votación de esta Sentencia el día 15 siguiente.

11. Fundam·.ntos jurídicos

l. El objeto de los presentes recursos de amparo es de naturaleza
doble y de los denominados «mixtos». pues en realidad se dirigen tanto
contra una resoluCión administrativa sancionadora, la Resolución del
Rector de la Universidad de Santiago de Compostela de 28 de abril de
1986 por la que se suspende al reeurrente de sus funciones académicas
por un período de tres años. como contra las posteriores resoluciones
judiciales que la confirman: es decir. las Senteneias de la Sala de 10
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de La Coruña
de 1 de septiembre de 1986 y 30 de diciembre de 1987. en las que se
desestiman los recursos contencioso-administrativos interpuestos, res·
pectivamente. por la vía de la Ley 62/1978, de 26 de diciembre, de
protección de los derechos fundamentales. y por la vía ordinaria. Esta
circunstancia obliga a dar respuesta por separado a las supuestas lesiones
constitucionales que en las demandadas se imputan a cada una de dichas
resoluciones.

2. La primera' de las alegaciones que el recurrente efectúa hace
referencia a una pretendida vulneración del derecho a la tutela judicial
efeetiva (al1. 24.1 de la Constitución). derivada de haber resuelto la
Sentencia dictada en el eauce de la Ley 62/1978. la de fecha 1 de
septiembre de 1986. euestiones de estricta legalidad e ineompatibles con
la especial naturaleza d~ ese procedimiento. destinado a la protección de
los derechos fundamentales. Esta «extralimitación» de la Sala se hace
evidente. para el recurrente. en el fallo de· dicha Sentencia donde se
declara la resolución administrativa sancionadora ((conforme al ordena­
mien.to jurídico». y redunda en una deI1egación de la tutela judicial.

Sm embargo. esta argumentación no resulta convincente en modo
alguno. Con independencia de si un defecto semejante -como hipótesis
de razonamiemo- puede o no redundar en si mismo en una -infracción
del al1. 24.1 de la Constitución. lo que resulta cuando menos dudoso,
salvo que se produzca por ello indefensión en razón de la incongruencia
de la Sentencia. lo cierto es que falta el presupuesto del que arranca este
razonamiento. Así el demandante de amparo no concreta en qué
aspectos de relevancia se ha excedido la Sentencia discutida respecto del
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recurso especial que resuelve ni. menos aún, se percibe con claridad
extralimitación alguna tras SU lectura. Por el contrario debe mantenerse
que la Sala no examina sino las cuestiones relativas a los derel:hos
fundamentales alegados y. obviamente. las que por conexión son
necesarias para resolver aquéllas e, incluso. señala expresamente que las
cuestiones de legalidad deben quedar deferidas al contencioso-adminis­
trativo ordinario consiguiente (fundamentos jurídicos 4.0 y 5.°).

De manera coincidente pone de manifiesto el Ministerio Fiscal que,
cuando la Sala realiza consideraciones sobre la resolución administra­
tiva sancionadora. están únicamente dirigidas a hacer evidente que no
es arbitraria y con la finalidad de salvaguardar las exigencias constitucio­
nales que se desprenden del ano 24.1.

Yes. por otro lado, obvio que la referencia en la pane dispositiva de
la Sentencia a Que )a resolución administrativa impugnada es «conforme
al ordenamiento jurídico» -que en la demanda se denuncia en cuanto
ejemplo de «extralimitación»-, sólo puede ser entendida en el contexto
de cuanto le precede en los fundamentos jurídicos y paniendo de la
especial naturaleza del procedimiento previsto en la Ley 62/1978.
Ade'.Tlás, esta declaración en modo al~uno ha ·impedido al recurrente
segmr un proceso contencioso ordinano y debatir allí sobre cuestiones
de estricta legalidad. No existe, por ello. indefensión alguna.

En resumen. la pretendida lesión de la tutela judicial efectiva, por las
razones expuestas y en la Sentencia dictada por la Audiencia Territorial
de La Coruña elIde septiembre de 1986. carece de toda consistencia
y deBe ser desestimada.

3. Por lo que atañe a la Sentencia recaída en el proceso conten·
cioso-administrativo ordinario, de fecha 30 de diciembre de 1987, en
realidad no se aducen concretas y nuevas lesiones de derechos funda­
mentales respecto de ella, pues.las argumentaciones que en la demanda
del recurso de amparo núm. 167/88 se hacen. se remiten al acto
administrativo original y a esta resolución judicial posterior sólo en la
medida en que lo confirma. Este planteamiento impugnatorio. clara­
mente inseno en el marco del ano 43 de la LOTC, permite centrarse
directamente en el análisis de la resolución sancionadora y supuesta­
mente lesiva de derechos fundamentales.

4. Así centrado el verdadero objeto del presente recurso de amparo
denuncia el demandante una infracción del derecho al Juez ordinario
predeterminado por la Ley (an. 24.2 de la Constitución) acaecida en el
expediente administrativo. Tal derecho habria sido infringido como
consecuencia de que el expedientado no gozó de las necesarias garantías
de independencia e imparcialidad, puesto que hubo irregularidades en la
designación del Juez Instructor y por haber sido sancionado por una
persona, el Rector, enfrentada a él en un proceso civil.

No obstante. tampoco esta alegación puede considerarse admisible
por varias razones. En primer lugar. no es ocioso traer a colación la
cautela con la que ·conviene operar cundo de trasladar garantias
constitucionales extraídas del orden penal al derecho administrativo
sancionador se trata; esta delicada operación no puede hacerse de forma
automática. porque la aplicación de dichas ~arantias al procedimiento
administrativo sólo es posible en la medida en que resulten compatibles
con su naturaleza. De este modo, en distintas ocasiones el Tribunal
Constitucional ha sostenido que no puede pretenderse que el Instructor
en un procedimiento administrativo sancionador, y menos aún el
órgano llamado a resolver el expediente. goce de las mismas sarantías
que los órganos judiciales; porque en este tipo de procedimIentos el
Instructor es también acusador en cuanto formula una propuesta de
resolución sancionadora Y. por otra pane. el órgano llamado a decidir
es el mismo que. incoa el expediente y, por ello. no deja de Ser Juez y
pane al mISmo tIempo (ATe 32011986, fundamento jurídico 5.°). En el
mISmo sentido y todavía con mayor rotundídad. en ATC 170/1987,
fundamento juridico 1.°), se dijo que el derecho al Juez ordinario es una
garantía caracteristica del proceso judicial que no se extiende al
procedimiento administrativo porque. sin perjuicio de la interdicción de
toda arbitrariedad y de la posterior revisión judicial de la sanción. la
estricta imparcialidad e independencia de los órganos del poder judicial
no es. por esencia. predicable en la misma medida de un órgano
administrativo. •

Cuanto antecede debiera bastar para desestimar las alegaciones del
recurrente en este punto, pues, no siendo de aplicación el derecho al Juez
ordinario predeterminado por la Ley (an. 24.2 de la Constitución). a este
tipo de procedimiento administrativo, resulta lógicamente Imposible su
lesÍón. Pero, a mayor abundamiento. y para alejar toda sospecha de
arbitrariedad en el presente caso conviene decir: Que por el hecho de que
un primer expediente fuera anulado y retrotraídas las actuaciones no
surge legalmente una causa de recusaclón o de abstención del Instructor;
y que tampoco el Rector venía obligado a abstenerse en resolver el
expediente por tener pendlent~ un pleito civil con el expedientado. entre
otras razones y como señala la Universidad de Santiago de Compostela,
porque ese pleito civil fue presentz.do con posteriondad a incoarse el
expediente: por lo demás. este último motivo no consta que fuera
alegado ante la Sala revisora lo que impide su consideración en vía d~

amparo.
5. El recurrente censura el acto administrativo por el que se le

sanciona y. en definitiva, al expediente del que trae origen que fue
resuelto sin permitirle utilizar los medios de prueba pertmentes (art.

24.2 de la Constitución). y. especialmente, sin poder interrogar o hacer
interrogar a los testigos que declararon contra él.

Pero. del mismo modo que las construcciones argumentales anterio­
res. este alegato debe ser desestimado. Es innegable que un procedi·
miento admmistrativo sancionador es. por su propia naturaleza discipli·
naria. algo abieno al juego de la prueba y a los principios de
contradicción y de defensa de las propias tesis. Mas, como ya le advinió
la Sala sentenciadora al demandante cuando se esgrimió esta misma
tacha. a lo largo del expediente el recurrente ha formulado distintos
escritos y ha propuesto distintas pruebas. Y constituye una doctrina
jurisprudencial muv reiterada por este Tribunal. que el derecho al
empleo de los medios de prueba peninentes no configura un derecho
absoluto e incondicionado a que se practiqllen todas las pruebas
propuestas por las partes ni desapodera el Juez. y en este caso primero
el Instructor del expediente administrativo, de su derecho a enjuiciar la
pertinencia para la solución del asunto de las pruebas que se solicitan y
a ordenar la forma en que deben ser practicadas. y, en todo caso, las
declaraciones testificales controvertidas constaban en el expediente
administrativo y de ellas tuvo conocimiento el recurrente. quien pudo,
primero. oponer frente a las mismas lo que estimara conveniente y, más
tarde. solicitar su práctica en sede judicial cuando se recibió a prueba el
recurso contencioso·administrativo ordinario resueho por la Sentencia
de 30 de diciembre de 1987. Sin embargo, nada de esto se hizo,
motivación de rechazo que allí mismo le ofreció la Sala (fundamento
juridico 4.°), al ahora demandante de amparo v que no cabe sino
compartir. .

6. El demandante de amparo estima que se l~ ha causado una
situación de indefensión lesiva del ano 24.1 de la Constitución. como
consecuencia de la existencia de dos resoluciones supuestamente contra~
dictorias. puesto que en la resolución administrativa se declaran como
probados hechos que habian sido considerados inexistentes en una
previa resolución judicial recaída en el orden penal. Esta pretendida
contradicción «repugna a la razón jurídica» y transgrede el mencionado
ano 24.1.

No puede, sin embargo. admitirse que la aparente contradicción
entre dos resoluciones, una administrativa y otra judicial. y sin mayores
matizaciones y razonamientos, redunde en una lesión del derecho
fundamental a la tutela judicial efectiva en vez de resuhar atinente a
otros principios de los que rigen nuestro ordenamiento jurídico. Pero ni
tan siquiera existe la manifiesta contradicción que el demandante
censura. Así, ya le advinió la Audiencia con mayor detalle (Sentencia de
30 de diciembre de 1978, fundamento jurídico 6.°), que el proceso penal
terminó en un Auto de sobreseimiento provisional (an. 641.1 de la Ley
de Enjuiciamiento Criminal). por no poder fijarse con claridad los
hechos de relevancia penal. lo cual no es en modo alguno sinónimo de
la inexistencia de hechos sancionables a los efectos del procedimiento
administrativo. y, lógicamente. la no apreciación de hechos constituti­
vos de delito no puede equipararse a la ausencia de una infracción
administrativa sancionable por aquellos mismos hechos.

7. Por último. igualmente carece de sentido la pretendida transgre­
sión del an. 25.1 de la Constitución por no haberse aplicado de forma
retroactiva la reglamentación sancionadora más favorable. a juicio del
recurrente.

Es menester,-previamente, efectuar una matización sobre el alcance
del ano 25.1 de la Constitución que el recurrente algo apresuradamente
invoca. Dicho precepto comprende una doble garantía; La primera, de
orden material y alcance absoluto. tanto por lo que se refiere al ámbito
estrictamente penal como al de las sanciones administrativas, se traduce
en la imperiosa necesidad de predeterminación normativa de las
conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes; la se~unda. de
carácter formal. se refiere al rango necesario de las normas tiplficadoras
de aquellas conductas y reguladoras de las sanciones (SSTC 42/1987,
3/1988. entre otras).

Pero, en realidad. el recurrente no censura la transgresión de eSla
doble garantía que constituye el contenido esencial del principio de
legalidad del derecho estatal sancionador sino algo bien distinto; aduce
que no se le aplicó la norma reglamentaria en la que se preveía la
sanción más favorable. No obstante y así delimitada esta argumema­
ción. no puede orillarse que el recurrente· se mueve en el terreno del arto
9.° 3 de la Constitución y no en el del que propiamente corresponde al
citado an. 25.1; ello obliga a recordar que el apanado 3.° del ano 9.° de
la Constitución no puede servir como fundamento de una demanda de
amparo en vinud de lo dispuesto en el ano 53.2 de la Constitución y del
ano 41 de la LOTe. donde se establece que sólo los derechos fundamen­
tales reconocidos en los am. 14 a 29 de la Constitución. más el previslO
en el ano 30.2, son susceptibles de este recurso.

Pudiera acaso ponerse en conexión la ar$umentación que en la
demanda se hace con la tesis de que la aplicaCIón estricta del principio
de legalidad impone la aplicación de la norma vigente en el momento
de la comisión de los hechos. Ahora bien. como destaca la Sentencia de
la Audiencia Territorial de La Coruña de I de septiembre de 1986
(fundamento jurídico 5.°). la sanción impuesta de tres años de suspen­
sión de funciones podía imponerse. según el Real Decreto 33/1986,
tanto por falta muy grave como por falta grave [ans. 14 y 16 en relación
con los am. 6. d) Y 7 h)]. por lo que el problema suscitado no afecta a
la legalidad o a la estricta tipificación normativa de la sanción impuesta,

.-; ~- .

.. ~ ~..
-'

',~ :

·.

· "-~ ....' ~ '.

l,,'~': ~
· te ~ .·-, ~:,. "

;:'::'~-' -"

; .. / ...
~¡;~...~-:-::
I ::'.. _,~,,:

~"i·";"i·'

~;,<".~.

i':r:~.~ ,
.~; -'" '.
~" -' ,'..... ,. ~ .
!._,~ :.,
,-"";"",','

:~'f~y
':.'-:-.....

_.~\},~

<·r,"-;·
~. "..'...... ~"':
.....::' ~
~~.::~(.:..
;{'{;
~·~.~-:·ir
~ '., .s;..) ..
:.... ;\.'...
...¡' , ..', ~_.

\ . -~'::
'. ~ ;:.1 ,

';./1



IIOIIII.-.._ ..-ull 1..IlJ:U jL[lli[

- i .•

.: .

, l-".....

'.;.

BOE núm. 53. Suplemento

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Argimiro Vázquez Guillén, en
nombre y representación de don Camilo Prado Freire. en los recursos
acumulados con núms. 1.537/87 y 167/88.

Publíquese esta Sentencia en el «BoleHn Oficial del Estado».

Dada en Madrid a quince de febrero de mil novecientos
noventa.-Francisco Tomás y Valiente.-Fernando García~Mon y. Gon~.
lez-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs LegulOa VIlla.-Luls
López Guerra.-Vicente Gimeno Sendra.-Firmados y rubricados.

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN
ESPANOLA

FALLO

A) El Grupo Parlamentario del CDS en las Cortes Valencianas
. formuló enmienda de texto alternativo al Proyecto de Proposición de
Ley Orgánica de modilicacion del arto 12.1 de la Ley Orgánica S/l982,
de 1 de julio, de Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana.
Dicha enmienda fue rechazada sin motivación alguna por Acuerdo de
la Mesa de la Comisión antes referida. adoptado en su reunión del día
3 de noviembre de 1988.

B) Deducida solicitud de reconsideración del meritado Acuerdo. la
Mesa de la Comisión dictó, con· fecha 28 de noviembre. Resolución
desestimatoria; En esta ~Resolución, la Mesa, además de argumentar
respecto de su competencia para conocer acerca de la procedencia ano
de las enmiendas presentadas a un Proyecto de Ley. razona su decisión
de inadmisión mediante. entre otras. las siguientes consideraciones:

a) «Es evidente que cuando es rechazada una enmienda se impide
su defensa pero dicho derecho de defensa reconocido... en el Estatuto de
Autonomía y el Reglamento de las Cortes. no es un dereeho originario
en sí sino derivado de la presentación de un texto anterior como el
propio nombre enmienda indica y no cabe la reducción al absurdo de
alegar la vulneración de "absoluto" cuando es manifiesto su .carácter
condicionado.

Por el contrario la admisión de esta enmienda por la Mesa de la
Comisión y su posterior debate en el Pleno hubiera conducido. de ser
derrotado, a la imposibilidad. para todos Jos Grupos Parlamentarios
durante la presente legislatura. de presentar y lograr la modificación del
Estatuto en los aspectos que comprende dicha enmienda mientras que
su rechazo no priva, de -su derecho de iniciatlva al Grupo Parlamentario
de Centro Democrático v Social que puede ejercerla si lo estima
procedente por lo que de nuevo se pretende absolutizar un relativo».

b) El rechazo de la enmienda no se debe a incumplimiento de los
requisitos procedimentales previstos en los arts. 105 y siguientes del
Reglamento. Ahora bien. la Mesa «debe extremar su cuidado... en la
congruencia y adecuación del contenido' de las enmiendas con el texto
al que van dirigidas: Esto es: .modificación de un apartado de un artículo
que. en esencia es la modificación de la denominada ·'barrera electoral"
que se debe lograr para obtener escaños en las Cortes Valencianas. Esta
iniciativa del Consell. repetimos. limitada a la reforma de la "cláusula
barrera" del S por 100 al 3 por 100 es lo suficientemente concisa en toda
su formulación que no permite abrigar duda alguna respecto a su
objetivo. Es por ello que... no se limita el derecho a la iniciativa de la
reforma reconocida en el Estatuto por la no admisión de la enmienda,
y porque la práctica parlamentaria. cuando de modificación .de leyes se
trata. es circunscribir el procedimiento al texto presentado o, a lo sumo,
a algún aspecto directamente relacionado con el texto. por lo que nos
ratificamos con nuestra decisióo».

e) . Contr3: la Résolución que se acaba de extractar los demandantes
interpusieron recurso al1te la Mesa de las Cortes. que en su reunión del
14 de febrero de 1989 rcsolvió en sentido desestimatorio. Esta última
Resolución. además de entender competente a la Mesa de la Cornision
para decidir sobre la admisión a trámite de las enmiendas presentadas
a un Proyecto de Ley. manifiesta que con el acto impugnado <<no se
menoscaba ningún derecho o iniciativa de su Grupo Parlamentario,
dado que la reforma de cualquier artículo del Estatuto de Autonomía
puede plantearse de conformidad con lo establecido en el arto 61 del
propio Estatuto)).

4. A criterio de los demandantes. se ha vulnerado el derecho de
iniciativa legislativa de los Diputados integrados en un Grupo Parla~

mentario mediante el recurso de privar a éstos de su derecho a la
presentación de enmiendas. En efecto. la Mesa de la Comisión, primero.
y la Mesa de las Cortes. después, privaron a los demandantes del
ejercicio legítimo de sus facultades en cuanto que representantes de los
ciudadanos valencianos. impidi~ndoles. con manifiesto abuso .pe las
facultades que les otorga el Reglamento de la Cámara, la posibilidad de
formular enmiendas a un Proyecto de Ley elaborado por el «Consel1» de
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Sala Primera. Sentencia 2311990. de 15 delehrero de 1990.
Recurso de amparo 76411989. Grupo Parlamentario del
CDS en las Cortes Valencianas, contra resolución de la
Alesa de la citada Asamblea, desestimatoria de la impugna­
ción deducida contra Acuerdo anterior, en relación con la
tramitación de un texto de Ley alternativo. Supuest-a
vulneración del articulo 24.2 de la CE. en relación con el
derecho de los Diplltados a la iniciatira legislativa.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente. Presidente. y don Fernando García-Mon y
González-Regueral. don ('arios de la Vega Benayas, don Jesús Leguina
Villa, don Luis Lópo ( HIerra y don Vicente Gimeno Sendra.Magistra­
dos. ha pronunciado

5420

l. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado el ~6 de abril de 1989, don Juan
Miguel Sánchez Masa. Procurador de los Tribunales, interpuso, en
nombre y representación del Grupo Parlamentario de Centro Democrá­
tico y Social en las Cortes Valencianas y de don Luis Gil·Orozco r.oda,
don José Luis Boado Martínez. don Ricardo Baquero Valdelomar. don
Vicente Bueso Aragonés. d.on Pedro Gonzalbo Herrero, don Carlos
Laguna Asensi, don Salvador Ruso Pacheco. don Joaquín Santo Matas,
don Manuel Benabent Fuentes. don José Ramón Navarro Nicolau y don
Gerardo Muñoz Lorente, componentes de dicho Grupo, recurso de
amparo frente a la Resolución de la Mesa de la citada Asamblea de fecha
14 de febrero de 1989. desestimatoria de la impugnación deducida
contra el Acuerdo de la Mesa de la Comisión de Coordinación,
Organización y Régimen de las Instituciones de la Generalitat Valen­
ciana de 28 de noviembre de 1988, a su vez desestimatorio de la
solicitud de reconsideración formulada contra el Acuerdo del 4 de
noviembre anterior, que acordó no admitir a trámite la enm"ienda de
totalidad con texto alternativo presentada por el Grupo Parlamentario
del CDS al Proyecto de Proposición de Ley Orgánica de modificación
del arto 12.2 de la Ley Orgánica S/l982. de 1 de julio, del Estatuto de
Autonomía de la Comunidad Valenciana.

2. Por providencia de S de junio de 1989 la Sección acordó, a tenor
de lo dispuesto en el arto SO.S. en relación con el 85.2. de la Ley Orgánica
del Tribunal Constitucional (LOTC). conceder a los recurrentes un plazo
de diez días a fin de que, como exige el arto 49.2 b) de la LOTC,
aportaran: 1) copia de los Acuerdos de 4 v 28 de noviembre de 1988 de
la Mes~ de. la Comisión de C~ordinacióñ: Organlzación y Régimen de
las InstitUCIOnes de la Oenerahdad ValencIana de las Cortes Valencianas
relativos a la inadmisión de la enmienda formulada por los demandan­
tes: 2) copia de la Resolución de la Mesa de las Cortes Valencianas de
14 de febrero de 1989. confirmatoria de los anteriores Acuerdos. Tal
aportación se efectuó por los solicitantes de amparo el 19 de junio
siguiente. _

3. Los hechos que fundan la demanda son los que a continuación
se smtetizan:

sino a la subsunción de los hechos en el tipo sancionador. que es
cuestión bien distinta y ajena al recurso de amparo. Por lo demás. falta
también el fundamento del que habría de partirse para pretender la
aplicación retroactiva de la norma más favorable. pues la reglamenta­
ción nueva (Real Decreto 33/1986), no sanciona los hechos de manera
más benigna a como lo bace la normativa anteríor (Decreto 2.086/69);
y, como pone de manifiesto la Universidad de Santiago. si los hechos se
tipificaron en la resolución sancionadora conforme a la normativa más
antigua. ello se debe solamente a que la disposición transitoria primera
del Real Decreto 33/1986 exige que los expedientes disciplinarios que se
encontrasen en 1ramitación en el momento de la publicación de dicho
Reglamento (17 de enero de 1986). sigan regulados por las disposiciones
anteriores, salvo que las nuevas resulten más favorables. Lo· que no
ocurre en este caso. En resumen. la reglamentación nueva no sanciona
los hechos (una vez constatada la gravedad de la infracción). de forma
más favorable para el expedientado ni éstos dejan de estar incluidos. en
todo caso, en el nuevo tipo.

la siguiente·

SENTENCIA

En el recurso de amparo acumulado núm. 764/89, interpuesto por el
Grupo Parlamentario de Centro Democrático y Social en las Cortes
Valencianas. representado por el Procurador de los Tribunales don Juan
Miguel Sánchez Masa. contra Resolución de la Mesa de las Cortes
Valencianas de 14 de febrero de 1989. Ha comparecido, además del
Ministerio Fiscal. la Mesa de las Cortes Valencianas. representada por
el Letrado Mayor don Lluís Aguiló Lúcia. Ha sido Ponente el Magis­
trado don Carlos de la Vega Benayas. quien expresa el parecer de la Sala.

EN NOMBRE DEL REY
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